CRISIS ECONÓMICA Y DERECHOS SOCIALES 

TALLER CONJUNTO ARARTEKO-DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ
Tras las sesiones de debate y trabajo desarrolladas en la sede del Defensor del Pueblo Andaluz, con la participación del Ararteko, se han elaborado las siguientes 

CONCLUSIONES 

1) Observamos que la realidad que viven las personas en la Comunidad Autónoma de Andalucía y en el País Vasco, como consecuencia de la actual crisis económica, presenta elementos comunes pero también significativas diferencias, como acreditan los datos estadísticos. La tasa de riesgo de pobreza, según el INE, correspondiente al año 2011, sitúa la media española en el 21,8. En el caso del País vasco es del 10,8, y en Andalucía el 31,7. Respecto a los menores en España (año 2012) es del 25,9. Esta magnitud se eleva al 37,4 en Andalucía y disminuye al 16,1 en el País Vasco. 

2) Partiendo de la conclusión anterior, la experiencia de las Defensorías pone de manifiesto que algunos problemas derivados de la actual coyuntura económica presentan con especial incidencia en el caso de Andalucía, y con menor intensidad en el País Vasco.

3) Ambas Defensorías no pueden quedar impasibles ante esta realidad y deben dar la voz de alarma cuando consideran que los derechos de la ciudadanía se puedan encontrar comprometidos por la actual coyuntura económica. La pobreza, la exclusión social, condiciona irremediablemente los derechos de las personas, dejando vacías de contenido muchas de las solemnes proclamas efectuadas tanto por normas autonómicas, nacionales como internacionales.

4)  Recordamos a los poderes públicos que están obligados, aún en tiempo de crisis, a prestar una protección especial a los sectores más vulnerables de la sociedad. De ahí que, a pesar de las limitaciones, recortes y contención del gasto público, demandemos que promuevan e incrementen cuantas medidas y actuaciones sean necesarias para combatir el impacto de la crisis y sus efectos. En todo caso, los avances cosechados en épocas anteriores no pueden, ni deben, verse afectados.

5) Consideramos necesario incrementar las medidas de coordinación entre las Administraciones ante situaciones de riesgo de exclusión social. Una conexión que se perfila más necesaria si cabe en momentos de especial vulnerabilidad. El éxito de cualquier actuación que se proponga o desarrolle pasa por una necesaria coordinación entre las Administraciones.

6) Animamos a las Administraciones a ofrecer el apoyo necesario para facilitar su trabajo a las organizaciones, colectivos o iniciativas sociales que abordan las situaciones de precariedad social con mayor rapidez y, también en ocasiones, eficiencia.

7) En el ámbito de la prevención y atención a las situaciones de riesgo y exclusión social que afectan a los sectores que más sufren las consecuencias de la crisis de nuestra sociedad, ambas Instituciones manifiestan:

Primero.- Tras un análisis comparativo entre el modelo de Renta de Garantía de Ingresos del País Vasco y el Ingreso Mínimo de Solidaridad que existe actualmente en Andalucía, coincidimos en la trascendencia de la existencia de un instrumento que asegure como un derecho subjetivo unos ingresos mínimos a la ciudadanía, unido a mecanismos de inserción social y laboral. 

Segundo.-  El modelo existente en el País Vasco entendemos que debe ser un referente de cara al cumplimiento del compromiso de aprobación en Andalucía de una norma que posibilite el establecimiento de una Renta Básica. 

Tercero.- Ambas Defensorías coinciden en la importancia de salvaguardar la existencia de un sistema de Servicios Sociales de cobertura universal y basado en un criterio de cercanía a la ciudadanía, que atienda las situaciones de marginalidad y exclusión que se han visto incrementadas por la actual crisis económica.

Cuarto.- En relación con el Sistema de Dependencia, ambas Defensorías coinciden en valorar como un logro histórico y un avance social irrenunciable el conjunto de derechos que la Ley 39/2006 reconoce a las personas en situación de dependencia. 

Quinto.- Mostramos nuestra alarma y preocupación con las medidas legislativas y económicas que están contribuyendo a una minoración de los derechos y, en el caso de Andalucía, a una  grave situación de paralización y desvirtuación del Sistema. Por ello, consideramos necesario un pacto de mínimos que garantice, mediante el necesario soporte financiero, el cumplimiento de los aspectos y derechos esenciales de la Ley de Dependencia

8) El colectivo de la infancia es uno de los más expuestos al riesgo de pobreza dadas las características de su dependencia económica, social, participativa, legal y política. Para este colectivo sensible, manifestamos:

Primero.- Que el apoyo a las familias es una estrategia pública ineludible para el mantenimiento del Estado social, lo que significa que, ahora más que nunca, las políticas familiares constituyen la mejor inversión pública para garantizar la cohesión social y prevenir la pobreza y la desestructuración social.

Segundo.- Hacemos un llamamiento a mantener las actuaciones preventivas en todos los ámbitos que, además de evitar el coste económico, personal y social de la intervención en situaciones de mayor gravedad, contribuye indudablemente al desarrollo y la cohesión social. También es el momento de reforzar las políticas compensatorias.

Tercero.- Demandamos de los poderes públicos, sin mayor dilación, un instrumento contra la pobreza que establezca acciones específicas y eficaces para reducir y ayudar a los niños y niñas en ambas Comunidades Autónomas que viven o puedan vivir por debajo del umbral de la pobreza. 

En definitiva, se trata de otorgar prioridad al más débil. Se trata de invertir en el futuro, se trata de una cuestión de justicia social.

Sevilla, 10 de Abril de 2013

